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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señor Representantes José Carlos Cardoso, Presidente y Gonzalo Mujica, Presidente (ad- 
hoc). 


MIEMBROS:  —Señores Representantes José Amorín, Alfredo Asti, Eduardo Brenta, Jorge Gandini, Carlos 
González Álvarez, Pablo Pérez González, Iván Posada y Héctor Tajam. 


ASISTE: Señor Representante Julio Cardozo Ferreira. 


INVITADOS: - Por el Banco Central del Uruguay, economista Walter Cancela, Presidente; doctor Hebert 
Bagnoli, Director de Asesoría Jurídica, doctora Viviana Pérez y contador Jorge 
Ottavianelli, Superintendente de Instituciones de Intermediación Financiera. 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Mujica).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al economista Walter Cancela, Presidente del Banco Central del 
Uruguay, al contador Jorge Ottavianelli, Superintendente de Instituciones de Intermediación Financiera, y al 
doctor Hebert Bagnoli y a la doctora Viviana Pérez, Gerente y abogada respectivamente de la Asesoría 
Jurídico Notarial. 


Hemos invitado a las autoridades del Banco Central del Uruguay para conocer su opinión acerca del proyecto 
relativo a "Clientes de los Bancos de Montevideo y La Caja Obrera cuyos ahorros hubieran sido aplicados a 


la adquisición de participaciones en certificados de depósito del Trade and Commerce Bank", cuya autoría es 
del señor Diputado Cardozo Ferreira. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Agradezco la presencia de las autoridades del Banco Central del 
Uruguay. 


Este proyecto contempla especialmente a los ahorristas del Banco de Montevideo, conforme al artículo 31 de 
la ley de fortalecimiento del sistema financiero. Esta iniciativa tiene muchos años e, inclusive, en alguna 
oportunidad hemos hablado al respecto con el Presidente del Banco Central del Uruguay. En la Legislatura 
pasada se formó una comisión asesora que trabajó en este tema, que consideró algunos casos. Los ahorristas 
han seguido trabajando al respecto. 


En ese ínterin hubo varias actuaciones legislativas. El proyecto de ley vino a la Cámara de Representantes, 
pero no logró las mayorías correspondientes. Como resultado de esto tenemos que de los 1.400 ahorristas 
solo lograron que se les devolvieron sus ahorros a 22 de ellos. Esta es la preocupación de esta gente, que 
inclusive presentó el caso ante la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de Estados 
Americanos, que en ese sentido recomendó que hubiera un acuerdo de partes con el organismo y una 
respuesta del Estado uruguayo. 


Prefiero escuchar la opinión del Banco Central del Uruguay acerca de este tema para después aportar otros 
datos. 


SEÑOR CANCELA.- Quiero expresar mi satisfacción por la posibilidad de contribuir a la labor 
legislativa, desde la especificidad de nuestra función. Me acompañan el Superintendente de 
Instituciones de Intermediación Financiera, a efectos de responder cualquier consulta acerca del 
proceso que se siguió en aquel momento con relación a diferentes aspectos vinculados con la crisis, en 
este caso, del Grupo Velox, y también el Gerente de la Asesoría Jurídico Notarial, el doctor Bagnoli, y 
la abogada Viviana Pérez, que está a cargo de la mayoría de los asuntos vinculados con este tema. 
Quiere decir que desde el punto de vista técnico tenemos todo el respaldo que podemos ofrecer. En este 
caso, además, hace pocos meses, hemos respondido a un pedido de informes relacionado con el tema, 
frente a la inquietud de cómo habrían sido tratados los aproximadamente 1.420 casos que se 
presentaron ante la Comisión creada por el artículo 31 de la Ley N” 17.613. 


En primer lugar, me voy a referir a una cuestión de carácter conceptual para ubicar cuál es la posición del 
Banco Central del Uruguay frente a este asunto. Me refiero al Banco Central como institución, es decir esta y 
la anterior administración. O sea que no se trata exclusivamente de una posición de la actual administración, 
sino que es una línea institucional que se mantiene y que es sostenida por los servicios profesionales del 
Banco y también por su conducción política. 


Hay diferentes formas posibles de aplicar los ahorros de las personas en Uruguay. Cada una de ellas está 
regulada y protegida de acuerdo con sus características y con lo que involucran desde el punto de vista del 
riesgo financiero sistémico para el país. Hoy como ayer, y espero que mañana también, es posible para 
cualquier uruguayo invertir sus ahorros en cualquier parte: en el Uruguay, fuera del Uruguay, en instrumentos 
financieros o en activos reales. La regulación que han establecido las instituciones del país a los efectos de 
proteger a los consumidores o usuarios del sistema financiero, que genera un mercado en el cual hay 
asimetrías notorias de información, apunta a establecer normas por las cuales las instituciones que 
intermedian en ese mercado deben informar sobre los productos que ofrecen. Así fue antes; así es ahora. Se 
han introducido modificaciones que tienden a ser todavía más precisas. En todo caso, después se podrá 
precisar todavía más, si es necesario, con el Superintendente, pero las regulaciones apuntan a que quien 
concurra a una institución de intermediación financiera tenga información clara, suficiente y veraz sobre lo 
que está comprando. 


Eso ocurre con los ahorristas, los inversores que invirtieron, en su momento, a través del Banco de 
Montevideo o por su intermediación en instrumentos del Trade and Commerce Bank, ubicado en Islas 
Caimán. Es posible que la información al consumidor no haya sido lo suficientemente explícita y veraz, en su 
momento, como para que quien estaba aplicando sus ahorros en esos instrumentos fuera absolutamente 
consciente de que eso era así. Es por esa razón que creemos que el legislador, oportunamente, creó una 


Comisión para estudiar, caso a caso, la situación de los aproximadamente 1.400 involucrados en esta 
operativa. Esa Comisión estudió los casos y encontró 22 que fueron admitidos como situaciones en las cuales 
el banco, sin autorización de los usuarios, había aplicado sus fondos a operaciones fuera del país, en tanto 
que, en el resto, comprobó que no existía esa ausencia de voluntad por parte de los inversores y, en 
consecuencia, por la vía administrativa, determinó que no eran asimilables a ahorristas del Banco del 
Montevideo y, por lo tanto, cuotapartistas del Fondo de Recuperación del Patrimonio Bancario. 


Muchas de esas personas supongo que la gran mayoría iniciaron acciones administrativas y de carácter 
judicial a los efectos de revertir la declaración administrativa de su condición. Hasta el momento, de los 70 
casos que están en la órbita del Tribunal de lo Contencioso Administrativo ya han pasado 50, de los cuales 49 
han sido confirmados y se ha declarado la nulidad de un solo caso. Por su parte, a nivel de la Justicia, de la 
vía judicial, en la Justicia civil hay 210 juicios en trámite que involucran a más personas, porque algunos 
tienen varios actores. En la Justicia civil, hasta donde tenemos sentencias, a raíz de que se modificó la vía 
procesal de la apelación cuando se trata del Estado, donde siempre está la posibilidad de la casación, no 
tenemos sentencia firme en ningún caso pero tenemos 20 sentencias del Tribunal de Apelaciones 
confirmatorias del acto administrativo, a favor de la posición del Banco Central. Quiere decir que a aquellos 
22 que fueron admitidos por la Comisión se agregó uno que hasta ahora fue anulado por el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 


Desde el punto de vista filosófico, en el Banco Central consideramos así lo ha sostenido la Superintendencia 
y la Asesoría Jurídico Notarial en numerosos dictámenes que no es sujeto de los mecanismos de protección 
del Estado una inversión realizada fuera del país. En cuanto a quienes optaron por invertir en instrumentos 
del TCB, de acuerdo con la documentación que manejó la Comisión del artículo 31 y a lo que estudiaron el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo y los Tribunales de Apelaciones, en todos los casos que han sido 
confirmados hasta ahora se evidencia que el inversor conocía que sus recursos no estaban aplicados al Banco 
de Montevideo en Uruguay sino que eran titulares de certificados o de algún instrumento emitido por una 
institución llamada TCB, que era parte del Grupo Velox, que operaba a través del Banco de Montevideo 
como agente, como lo hacen hoy numerosas instituciones financieras externas que venden productos de 
inversión en otras plazas que no son Uruguay. Quien deposita allí sabe que lo que está haciendo es escapar al 
riesgo Uruguay pero asumiendo otros riesgos. 


Desde un punto de vista absolutamente filosófico, entendemos que quien optó por escapar al riesgo Uruguay 
no puede pretender que el Erario, el pueblo y los contribuyentes uruguayos acudan a resarcir la ocurrencia de 
ese riesgo que asumieron fuera del Uruguay, por cuanto estarían jugando a todos los números en la ruleta 
apostando solo a uno. En ese sentido, resultaría sumamente injusto que personas que en su vida pasaron por 
la puerta de un banco tengan que contribuir a resarcir un riesgo asumido por alguien que quiso escapar al 
riesgo Uruguay y perdió. 


En relación al proyecto de ley a consideración, entendemos me corregirá el señor Diputado Cardozo Ferreira 
que es interpretativo de la Ley N* 17.613 que restringe lo que dispone esta norma pero, en definitiva, no 
modifica su alcance. Simplemente interpreta que la facultad conferida al Banco Central comprende lo que se 
dice que comprende y no comprende lo que se dice en el artículo 2* que no comprende. No quita facultades al 
Banco Central para resolver, aunque lo limita para hacerlo en estas condiciones y, por lo tanto, remitiría a esa 
institución a hacer lo que hizo, que fue analizar caso por caso cada una de las situaciones y emitir su acto 
administrativo. Desde ese punto de vista esto probablemente sea tomado como un atrevimiento de mi parte, 
me da la sensación de que en la medida en que existen acciones de nulidad en trámite y juicios con autoridad 
de cosa juzgada a nivel del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuyos fallos son inapelables, se 
estaría generando una interferencia en el proceso judicial y, además, una desigualdad en el tratamiento de 
casos que ya fueron fallados por el Tribunal y de aquellos que todavía no lo fueron o que ni siquiera 
recurrieron al Tribunal porque entendían que no les correspondía y se verían beneficiados eventualmente por 
una interpretación de este tipo. Esos efectos se generarían en el caso de que se dictara otra ley en la cual se 
declarara que quienes tenían aquella condición hoy tienen esta. Eso es así desde el punto de vista de la 
oportunidad. Me resultaría más cómodo, en vista de la separación de Poderes, dejar que actúe la Justicia, es 
decir los órganos jurisdiccionales como el Poder Judicial y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Una ley que declarara la condición de ahorristas tendría consecuencias económico financieras por un lado y 
regulatorias por otro. Desde el punto de vista de las consecuencias económico financieras, el declarar que 
quienes invirtieron en TCB son ahorristas del Banco de Montevideo o del Banco La Caja Obrera los 
colocaría en situación de cuotapartistas del fondo de recuperación de patrimonio del Banco de Montevideo o 


del Banco Caja Obrera y, en consecuencia, reduciría las cuotapartes del resto de los cuotapartistas en la 
medida en que irían a la masa con su participación. Eso en cuanto a los cuotapartistas privados. 


Pero el Estado también es cuotapartista en estos bancos, y no solo es cuotapartista sino que el artículo 27 de 
la ley a que refiere esta interpretación establecía que el Estado aseguraba por hasta US$ 100.000 a quienes 
habían depositado allí sus ahorros, con lo cual el Estado debería, en cumplimiento de esa ley y declarados 
que fueren los depositantes del TCB, depositantes o ahorristas del Banco Montevideo o Banco La Caja 
Obrera, aportar hasta esa cantidad a los involucrados. Esas serían consecuencias económicas para los 
cuotapartistas y para el Estado, pero también habría consecuencias regulatorias en la medida en que una ley 
de este tipo, que reconociera calidad de ahorristas en bancos nacionales a aquellos que a través de los bancos 
nacionales colocan su dinero fuera del país lo que es absolutamente legítimo, legal y regulado, obligaría a 
establecer para las inversiones fuera del país regulaciones similares a las que se establecen para las que se 
realizan dentro. En esa medida terminaríamos por eliminar la posibilidad del negocio de banca privada para 
los bancos establecidos en el Uruguay que operan con operativa completa y para las instituciones financieras 
externas que operan básicamente a través de este mecanismo 


Estos dos tipos de consideraciones en materia económica y regulatoria, de oportunidad en un caso y de 
conveniencia en el otro, nos parece que hacen inconveniente modificar la situación tal cual está hoy en la 
medida en que está siendo objeto de tratamiento a nivel de los órganos jurisdiccionales. Por esa misma razón, 
si bien la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que ha sido llamada por parte de los involucrados para 
entender en este asunto, ha asumido competencia, no tendría elementos como para resolver algo distinto a lo 
que hasta ahora por vía administrativa y jurisdiccional ha venido ocurriendo. 


Creemos que la Corte Interamericana de Derechos Humanos va a llegar en su momento a la conclusión de 
que los mecanismos jurisdiccionales, los mecanismos de garantías de los derechos, en Uruguay funcionan. 
Tanto funcionan que por ejemplo el Tribunal de lo Contencioso Administrativo no ha resuelto todos los casos 
a favor de la Administración; por lo menos un caso ha sido resuelto en contra, y asimismo juicios de primera 
instancia han sido resueltos en contra. 


Por esas razones creemos que sería conveniente dejar actuar a la Justicia o al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, que es parte de los órganos jurisdiccionales, y no obligar a que el Banco Central del Uruguay 
vuelva a hacer lo que ya hizo, porque cuando lo vuelva a hacer seguramente va a llegar a la misma 
conclusión. 


SEÑOR ASTLI.- Quiero declarar que me encuentro comprendido como integrante de los cuotapartistas 
del Banco de Montevideo, como tenedor de obligaciones. 


Quisiera saber, para bajar bien a la realidad el proyecto presentado por el Diputado Cardozo Ferreira, cuál 
sería la diferencia entre esta redacción y la redacción original del artículo 31. A mi entender, en aquel 
momento se hablaba de aquellos que tuvieran la documentación y pudieran probar que desconocían el tema. 
Quisiera que el Banco interpretara, aunque al Banco no le corresponde interpretar la ley, cuál es esta 
diferencia. 


SEÑOR BAGNOLL.- Lo mejor en estos casos para ver qué diferencia hay es leer el contenido de los dos 
artículos. 


El artículo 31, perteneciente a la Ley_N* 17.613, establecía concretamente una facultad al Banco Central y 
decía textualmente: "Facúltase al Banco Central del Uruguay a otorgar a los ahorristas de los Bancos de 
Montevideo y La Caja Obrera, cuyos depósitos hayan sido transferidos a otras instituciones sin mediar su 
consentimiento, los mismos derechos que correspondan a los demás ahorristas de dichos Bancos. A dichos 
efectos y por acto fundado, el Banco Central del Uruguay conformará una Comisión que se expedirá en un 
plazo máximo prorrogable de 60 (sesenta) días". Quiere decir que no debía haber consentimiento; tenían que 
ser depósitos transferidos a otra institución sin su consentimiento, y entonces se les confería derechos de 
ahorristas. 


El proyecto de ley sometido a consideración de esta Comisión interpreta esa facultad del Banco Central, dice 
que solo comprende a los clientes del Banco de Montevideo y del Banco La Caja Obrera, aspecto que ya se 
encontraba previsto en el artículo 31. Acá se especifica más, se habla de titulares de caja de ahorros, 


depósitos a la vista, cuentas corrientes o depósitos a plazo fijo, cuando el artículo 31 hablaba de depósitos en 
general. Asimismo se especifica que debieran de haberse aplicado a la adquisición de participaciones en 
certificados de depósitos del Trade and Commerce Bank, y se elimina un elemento que para el Banco Central 
fue fundamental en la consideración: "sin mediar su consentimiento". Ese es el aspecto y la diferencia central 
que advertimos en esta interpretación. El artículo 2” declara que no están comprendidos en esa disposición 
quienes habían colocado directamente en instituciones del exterior sin ser clientes de los Bancos de 
Montevideo y La Caja Obrera, quienes instruyeron específicamente a los Bancos de Montevideo y La Caja 
Obrera la realización de ese tipo de operaciones y quienes hubieran adherido acuerdos de pagos con 
entidades financieras con sede en el exterior. Realmente, haciendo coincidir los artículos 1* y 2” del proyecto 
de ley, nosotros no advertimos una diferencia demasiado marcada, salvo la expresión "sin su 
consentimiento". Inclusive, nos parece que esta iniciativa podría llegar a ser más restrictiva que lo que 
establecía la ley original. 


Como decía el señor Presidente, el Banco Central conformó la comisión del artículo 31 y analizó caso por 
caso. Esas resoluciones que adoptó luego el Directorio del Banco Central tuvieron todas las garantías porque 
fueron objetadas en vía administrativa, se revisaron por la vía de los recursos en algunos casos, el Banco hizo 
lugar a algunos recursos y luego fueron a la Justicia administrativa. Si me lo permite el señor Presidente, voy 
a agregar algo a su exposición: se debe destacar que no solo la Justicia Civil ha intervenido en este tema; 
también lo ha hecho la jurisdicción administrativa a través del Tribunal de lo Contencioso Administrativo y la 
comisión del artículo 31 fue denunciada en la Justicia Penal. En su momento hubo un dictamen del Fiscal en 
lo Penal, doctor Fernández Dovat, y en primera y segunda instancia la Justicia penal absolvió a la comisión 
del artículo 31. Quiere decir que ni por la vía de la Justicia Civil, en el caso en que se reclamó 
responsabilidad del Banco Central, ni por la vía de la Justicia Penal, en el caso en que se realizaron 
determinadas imputaciones a los integrantes de la comisión del artículo 31, ni por el lado de la Justicia 
administrativa, se ha privado a los depositantes ni a los inversores de todas las garantías jurisdiccionales. Y 
muchas de ellas hoy están en trámite. Merced a una nueva norma legislativa, se nos reabrió la posibilidad de 
que a nivel de la Suprema Corte de Justicia sean revisados muchos casos en vías de casación. Es dable 
destacar que todos aquellos casos que ya están fallados por Tribunales de Apelaciones en lo Civil, en muchos 
casos revocando resoluciones contrarias de primera instancia, constituyen una jurisprudencia hasta el 
momento uniforme y de todos los Tribunales de Apelaciones en lo Civil, lo cual es muy importante. 


Como decía el señor Presidente, cuando la Justicia Administrativa entendió que el Banco Central no había 
evaluado adecuadamente la comisión del artículo 31 y los extremos que hacían a la reclamación, anuló la 
decisión del Banco otorgando derechos al reclamante. En realidad, confrontando este proyecto de ley con el 
artículo 31 de la ley original, no logramos comprender su verdadero alcance. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Este proyecto de ley no es de mi autoría sino que es copia de lo que 
fue hecho en el año 2004, que vino aprobado en mayoría del Senado. 


Me consta, por haber leído la versión taquigráfica de aquella oportunidad, que el hoy Ministro de Economía y 
Finanzas también aportó ideas a esta iniciativa, en la que trabajaron todos los partidos políticos. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


Se trata de una solución a una situación que se estaba dando frente a estos ahorristas; ellos 
consideraban que estaban en una situación de inseguridad y aducían que habían sido engañados por el 
Banco de Montevideo. 


Uno de los puntos fuertes es que la oficina del Banco de Montevideo que estaba en la calle Arocena era para 
el exterior, a diferencia de la sede central, pero los ahorristas insisten en que no conocían esto. Tanto es así 
que como decía el asesor la Justicia intervino y entendió que la comisión asesora no había actuado bien. 
Inclusive, el propio Banco Central en su momento instruyó sumario a algunos funcionarios por omisión de 
información al Banco Central, como es el caso de la funcionaria Silvana Carro, donde se dice que se constató 
ocultamiento deliberado al Banco Central del Uruguay de determinadas opciones de inversión ofrecidas a los 
clientes. No sé en qué terminó esto, pero hay que entender a los señores ahorristas dados los informes que 
fueron llegando, lo que el Fiscal entendió cuando pidió prisión para la comisión asesora y lo que en el IT'F se 
informaba en cuanto a todo lo que comprendía el alcance del Banco de Montevideo, de sus integrantes y de 


su funcionamiento. En el informe se nombra a funcionarios que sabiendo que funcionaban en cuentas 
paralelas, lo ocultaban e inclusive recibían aportes de dinero por la función que cumplían. No es que 
queramos imponer una solución por la nueva ley lo he dicho en otras comparecencias a la Comisión, lo que 
buscamos es que se reconsidere la totalidad de los casos, más allá de que se nos ha dicho que se están 
reconsiderando algunos. En el informe que se nos da del Banco Central a partir de un pedido de informe que 
cursamos figuran casos en los que, por ejemplo, se dice a los ahorristas que ellos sabían que ese dinero no 
estaba ahí, pero se devuelve el dinero a funcionarios del Banco que estando dentro de él reconocen que no lo 
sabían. En el informe que me enviaron figuran funcionarios del Banco de Montevideo a los que se les 
devolvió el ahorro: Gerente, hermano del Gerente, etcétera, es decir, personas que estaban directamente 
vinculadas con el Banco. 


(Interrupción del señor Diputado Gandini) 
——- Esas personas no sabían y los de afuera sí. 
(Interrupción del señor Diputado Gandini) 


——- Es evidente que esta gente tiene que estar molesta por este tema y pide una reconsideración. Yo 
mostré un caso acá, ustedes me envían una resolución negativa de una persona y en la lista está 
aprobada. Por eso se dio este movimiento de personas que son ahorristas desde US$ 5.000 a más de 
US$ 100.000. Existen situaciones muy difíciles de familias que a raíz de este tema hoy no tienen para 
vivir y buscan una solución en la ley, en el acuerdo o en la reconsideración, es decir, un trato diferente a 
la situación a la que fueron expuestas. 


Haré llegar a la Comisión todos los documentos que tengo aquí hacer referencia a ellos en este momento 
podría llevar mucho tiempo de interpretaciones, de acusaciones, de irregularidades, de falta de control del 
Banco Central en cuanto a los movimientos que hacía el Banco de Montevideo, de aceptación de parte del 
propio Peirano diciendo: "Tenemos que cambiar esta operativa porque estamos quedando expuestos a lo que 
estamos haciendo". Si ante todo esto se dice que está todo bien, evidentemente no vamos por el mismo 
camino. 


No tenemos ánimo de confrontar; es la defensa que entendemos natural de personas que creo fueron 
engañadas por un Banco en el cual, como dije, a los propios Gerentes y funcionarios se les devolvió el dinero 
porque no sabían. Y ponen testigos. Hay un relato de un testigo que dice que es consciente de que esta 
persona no sabía o quería que le devolvieran su dinero y no se lo devolvieron en tiempo y forma. Esto da para 
mucho y evidentemente no tenemos el tiempo suficiente en este momento. Hemos entregado a la Comisión y 
vamos a seguir haciéndolo los documentos que avalan lo que la mayoría de los ahorristas pide y defiende 
porque cree que es un derecho adquirido, porque se les debe, porque no se les ha comprendido y sobre todo 
por la molestia que sienten cuando algunos casos resultan favorables y otros totalmente negativos. Tenemos 
otros ejemplos, podríamos dar nombres de personas a las cuales les desaparecieron los depósitos, pero no es 
nuestra intención hacerlo en este ámbito. Nuestro interés de venir a la Comisión es poder trasmitir a los 
ahorristas qué es lo que piensa el Banco Central en este tema y qué opciones hay. Omití decir que nos hemos 
entrevistado nuevamente con el señor Ministro por este tema, quien en un principio nos dijo que seguía 
pensando en la solución administrativa. También mantuvimos una entrevista con el actual Canciller en aquel 
entonces Secretario de la Presidencia de la República y nos dijo que entendía que debía ser una solución 
amistosa y que había que buscar nuevamente caminos o el camino legal para solucionar el tema; después nos 
manifestó que el señor Ministro no aceptaba el camino de la ley. 


Por eso es que seguimos insistiendo en que hay que escarbar más a fondo ante estos casos. Si hay una 
funcionaria que fue sumariada por omitir información y si hay funcionarios dentro del Banco que recibieron 
la devolución de sus depósitos, evidentemente, hay algunas cosas que no están claras. 


Sin ánimo de criticar a nadie, alguien actuó mal en este caso y por eso, en defensa de estas personas, 
queremos que se reconsideren los temas; algunos casos, como dice el Presidente Cancela, ya han sido 
negativos, pero debe haber otros que pueden ser positivos, como estos veintidós que figuran en el informe 
que nos dieron. 


SEÑOR CANCELA.- He leído la versión taquigráfica de la sesión en la que se presentó el proyecto, y 
algunas de las expresiones que acaba de manifestar el señor Cardozo Ferrerira también figuran allí. 


No creo la Comisión sea el mejor ámbito para analizar y revisar caso por caso las decisiones adoptadas por la 
comisión creada por el artículo 31, que elevó sus informes al Directorio del Banco Central en términos no 
vinculantes y que este, en su momento, resolvió. No me refiero al actual Directorio sino al anterior. Los 
recursos presentados contra aquellas resoluciones, tratadas por este Directorio, recibieron la misma 
resolución. 


Este Directorio no se está sacando de encima la responsabilidad por la resolución de los asuntos 
comprendidos en el artículo 31 sino al revés, es decir, asumió la responsabilidad de considerar los recursos de 
revocación presentados en su momento y ratificar la mayoría de ellos. 


Se mencionó el caso de un cliente que recurrió la decisión de la Comisión del artículo 31; su reclamo fue 
admitido parcialmente en un depósito que era menos de la mitad de lo que tenía invertido en el TCB porque 
el vencimiento de esa inversión había sido anterior a la fecha de intervención y cierre del Banco de 
Montevideo, y no había mediado renovación por parte de la cliente del depósito, lo cual lo transformaba en 
un depósito en el banco y no uno en el TCB. 


Con relación a los cuadros en los que podría suponerse que la comisión del artículo 31 actúo con cierta 
malicia, desviación de poder o alguna otra figura delictiva los abogados podrán decirlo, y que potencialmente 
hubiera funcionarios del Banco de Montevideo que se hicieron los ignorantes respecto a lo que estaban 
haciendo, son temas que fueron laudados por la Justicia penal en dos instancias. De haber encontrado algún 
elemento irregular podría haberse configurado algún delito por parte de la Comisión, pero en todo caso yo 
creo que no era responsable penalmente responsables. En todo caso, los responsables penales deberían haber 
sido los Directores del Banco Central que tomaron la decisión, porque la Comisión simplemente asesora, 
salvo que con engaños induzca a adoptar otra decisión y en ese caso sí podría llegar a ser responsable. 
Nuestra defensa de la Comisión fue por ese lado. 


Aquí se hablado de un sumario que inició el Banco Central contra una funcionaria. Dicho sumario aún no ha 
sido cerrado y no responde a la falta de información al cliente, sino a la falta de información al Banco 
Central. 


Hay ciertos hechos que cuando uno los escucha lo predisponen a decir que hubo engaño. Yo no creo que haya 
engaño para alguien que invierte US$ 20.000, US$ 30.000, US$ 40.0000 o más de US$ 100.000 y todos los 
meses recibe en su domicilio un estado de cuenta que dice "Certificado de Depósitos en TCB" y cobra un 
interés sustancialmente mayor que el que podría cobrar por un depósito normal en un banco. No creo que 
alguien que invierta US$ 100.000 o US$ 5.000 siendo estos US$ 5.000 los ahorros de su vida no se fije muy 
bien dónde los coloca; puede haber alguien que no lo haga, y en tal sentido hay veintitrés fallos. En general, 
quien invierte se fija muy bien dónde coloca el dinero. Se puede buscar la máxima rentabilidad, pero cuando 
se acepta también se acepta el riesgo asociado. Y si yo elijo escapar al riesgo Uruguay, después no puedo 
pretender que el país me resarza por haber elegido mal. Aquí no estamos protegiendo a mil veinte inversores 
sino a tres millones y medio de contribuyentes. En ese sentido es que sentimos que estamos cumpliendo con 
nuestra función al tratar de ser justos frente a opciones individuales de riesgo diferentes. No se trata de 
castigar, sino simplemente de hacer justicia y hacer efectiva la disciplina del mercado. Si alguien elige más 
riesgo porque está buscando más rentabilidad, y este se transforma en siniestro, hará frente al riesgo. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- En el considerando del sumario realizado por el Banco Central se 
dice que el "ocultamiento |[...] provocó que pasaran inadvertidas para los organismos de control 
facilitando que se continuaran produciendo en perjuicio del Banco y de los depositantes”. 


Quiere decir que el Banco Central está diciendo que la actuación de este funcionario no solo provocaba 
perjuicio al propio Banco por falta de información, sino también a los depositantes, que no tenían 


información sobre lo que estaba ocurriendo con sus depósitos. 


SEÑOR CANCELA.- ¡A los depositantes! 


SEÑOR BRENTA.- Algunos planteamientos del señor Diputado Cardozo Ferreira uno los percibe 
como delicados; me refiero al ocultamiento de información y demás por parte de gente que tenía 
responsabilidades significativas en los bancos, lo que claramente corresponde al período del Directorio 
anterior. 


Por lo tanto, voy a proponer a la Comisión invitar a los integrantes del anterior Directorio del Banco Central 
a efectos de complementar la información, porque creo que los actuales Directores están haciendo referencia 
a hechos que no corresponden a su gestión.. Esto sería muy útil para la Comisión, más allá de que muchos de 
estos hechos hayan sido laudados en el ámbito judicial. En todo caso, corresponderá realizar las acciones en 
el ámbito judicial, pero como sabemos que aquí no invadimos competencias de otros Poderes sino que 
podemos evaluar responsabilidades políticas y encontrar soluciones políticas, con el compromiso de 
interiorizarnos más en un tema que no conozco en profundidad pero sí quienes vienen de la Legislatura 
anterior porque vivieron mucho más de cerca todo esto, reitero que sería muy interesante recibir a los 
integrantes del anterior Directorio del Banco Central para que puedan complementar la información que está 
solicitando el señor Diputado Cardozo Ferreira. 


SEÑOR BAGNOLI.- La doctora Pérez me sugiere que tal vez no quedó claro la posición de la Asesoría 
Jurídico Notarial del Banco Central del Uruguay respecto del previo consentimiento en los depósitos, y 
en tal sentido solicito que la doctora Pérez haga la aclaración correspondiente, porque lo ha sostenido 
judicialmente varias veces. 


SEÑORA PÉREZ.- El artículo 31 de la Ley N” 17.613 establece tres requisitos para que los inversores 
en TCB pudieran ser aceptados como ahorristas del Banco Montevideo. En primer lugar, que hubieran 
sido previamente depositantes de ese Banco, a través de un depósito común, que puede ser una caja de 
ahorro o una cuenta corriente; en segundo término, que ese depósito hubiera sido transferido a otra 
institución y, en tercer lugar, que esa transferencia se hubiera realizado sin su consentimiento. Se trata 
de tres requisitos que surgen claramente del texto que leyó el doctor Bagnoli, y que fueron no solo 
ratificados en su interpretación por la Comisión Asesora, creada por el artículo 31, sino por el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo en forma plena, en múltiples sentencias. En ese sentido, ya tenemos 
cincuenta sentencias donde se fija que este criterio es el correcto, y surge prácticamente en forma 
literal del texto. 


En virtud de que el proyecto de ley sometido a consideración comienza con el término "interprétase" lo cual 
disipa toda duda de que se trata de una norma interpretativa establece una remisión que hace aplicables a 
nuestro entender; creemos que eso resulta claro los tres requisitos previstos en el artículo 31. Es decir, al 
remitir al artículo 31 siguen vigentes las tres condiciones para que un inversor en TCB pueda ser reconocido 
como ahorrista del ex Banco Montevideo y, en consecuencia, actualmente como cuotapartista. 


Quería aclarar este aspecto. Por supuesto, comparto la opinión del doctor Bagnoli, pero me pareció que 
cuando la explicó quizás no haya quedado claro porque se refirió a una diferencia de redacción, no sustancial. 
Como el artículo 1” de este proyecto establece una remisión y sería una norma interpretativa del artículo 31 
va de suyo que los requisitos establecidos en la Ley N* 17.613 vuelven a estar presentes. Por esa razón, el 
señor Bagnoli señaló muy bien que este nuevo proyecto más que ampliatorio en realidad es restrictivo, 
porque además de remitir establece una serie de casos que se excluye expresamente, que no estaban 
excluidos en el texto anterior. Esto no quiere decir que estos casos no estuvieran comprendidos, pero por lo 
menos no estaban expresamente excluidos en la norma. Tal es el caso de quienes no eran clientes de Banco 
Montevideo o Caja Obrera y eran titulares de depósitos de instituciones financieras con sede en el exterior o 
que hubieran instruido expresamente al Banco Montevideo. Por ejemplo, conforme a lo que establece el 
literal B) del artículo 2*, la existencia de una instrucción expresa para invertir en el TCB no está excluida en 
el artículo 31, y si bien es razonable pensar que si existe una instrucción expresa el inversor tiene pleno 
conocimiento de su inversión, podría haber alegado y probado ante la Justicia que ese consentimiento y esa 
instrucción expresa fue arrancada por algún vicio de consentimiento, es decir, que realmente no lo firmó o 
que fue sometido a algún tipo de presión. No conocemos ninguna situación de este tipo, pero planteo esta 
hipótesis porque sería un caso que podría estar comprendido en la norma anterior y resultaría excluido del 
texto propuesto. 


Por otra parte, se hizo referencia al sumario realizado a la señora Silvana Carro, ex funcionaria del Banco 
Montevideo. Ese sumario efectivamente refiere a una ocultación de información al Banco Central del 
Uruguay. La relación entre el Banco Montevideo y los clientes, que es lo que verdaderamente importa a 
efectos de la aplicación de una norma como el artículo 31 de la Ley N* 17.613, no está en cuestión en ese 
sumario, y eventualmente si hubiera perjuicios para los depositantes sería porque al producirse un perjuicio al 
Banco naturalmente sus depositantes, que son sus acreedores, serían perjudicados. Ese considerando no se 
refiere a una ocultación de información respecto a los inversores de instituciones extranjeras. 


SEÑOR CANCELA.- Quiero referirme a este perjuicio a los depositantes, y por eso subrayé 
"patrimonio del Banco y a los depositantes". Si esta funcionaria por ocultar información al Banco 
Central del Uruguay estaba perjudicando el patrimonio del Banco Montevideo y a sus depositantes, 
precisamente, a quienes no perjudicaba era a quienes invertían en el TCB, porque el Banco 
Montevideo no era responsable por esas inversiones. Es precisamente al revés: los perjudicados no 
serían estos 1.420 depositantes sino el resto de los clientes del Banco Montevideo. 


SEÑORA PÉREZ.- Todos sabemos que las operaciones de clientes de los bancos se pueden hacer a 
través de un depósito común, que es el depósito clásico del derecho bancario, en el que el banco se 
adueña del dinero depositado y puede colocarlo a través de sus inversiones, con la obligación de 
restituirlo en las condiciones pactadas. Estas operaciones son diferentes en la banca privada en la que 
el cliente invierte directamente en una institución nacional o extranjera, que puede ser en bonos 
emitidos a través del Erario, y en ese caso el banco actúa como mero comisionista o agente. A este 
fenómeno se lo llama desintermediación financiera. 


Esos depositantes a los que se refiere el considerando son aquellos a los que como acreedores indiscutidos de 
Banco Montevideo porque mantenían allí depósitos comunes- serán necesariamente perjudicados ante 
cualquier perjuicio que se provoque al patrimonio del Banco Montevideo, como sucedió en este caso con la 
información de la señora Silvana Carro. 


En relación a si existían personas que integraban el personal del Banco Montevideo entre quienes resultaron 
beneficiados por dictámenes de la Comisión Asesora, debo decir que el Banco Central del Uruguay realizó un 
análisis pormenorizado de cada uno de los casos que fueron aceptados, cuando se presentó la denuncia penal 
contra los miembros de la Comisión Asesora. Dicho informe fue presentado a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, y a ello me remito. No obstante debe hacerse una consideración genérica. La Comisión 
Asesora debió analizar el acaecimiento o no de determinados hechos, que en este caso era la ausencia o 
presencia de consentimiento del inversor para colocar su dinero en una institución de Islas Caimán. Para 
probar esos hechos, contaban como se cuenta ante la Justicia, en este caso, ante un órgano administrativo con 
todo el elenco de medios probatorios admitidos por ley, es decir, testigos, pruebas periciales, pruebas por 
informes y prueba documental. Quienes se presentaron ante la Comisión Asesora a hacer su petición, 
naturalmente, apelaron, en una u otra medida, a estos diferentes medios probatorios. 


Algunos presentaron testigos, porque los tenían, y otros no, seguramente porque no los tenían. Es cierto que 
la Comisión Asesora en algunos casos acogió la pretensión en la que se habían presentado testigos ello no 
debe extrañar porque quiere decir que la prueba era fue más fuerte y más contundente, pero en otras no 
aunque también se los presentó. Es decir, la mera presentación de un testigo no hacía aceptable la petición, 
sino que debía estarse a lo que ellos pudieran probar, a los hechos que se apuntaba a probar, y si estaban 
acreditados se recogía la petición. Esta evaluación de pruebas, de acuerdo con los criterios de la sana crítica, 
que es lo que impone el derecho, fue no solamente aplicada por la Comisión Asesora, sino posteriormente 
revisada en vía jurisdiccional por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, como bien señalaron el 
Presidente y el Gerente de la Asesoría Jurídico Notarial. 


SEÑOR POSADA.- Este tema, como recién señalaba el señor Diputado Brenta, viene de la Legislatura 
pasada. En esa oportunidad, la Comisión de Hacienda, primero, y el plenario de la Cámara, luego, 
desecharon este proyecto. A pesar de que había sido votado negativamente en la Comisión, por la vía 
de declararlo como grave y urgente, se intentó que fuera tratado en el plenario, y fue desechado. Por 
los fundamentos que hace un momento expresó el señor Presidente del Banco Central, acá se entendía 
que había personas que habían hecho un depósito en el exterior que, en todo caso, lo que tenían que 
probar, de acuerdo con lo establecido por la Ley _N” 16.713, era que estaban comprendidas en esos 


aspectos, y a esos efectos se creó una Comisión. Respecto a si en el trabajo de esta Comisión hubo 
aspectos irregulares, cabe señalar que se dieron instancias a nivel de la Justicia. Creo que ese camino 
está cerrado, porque no hay otra posibilidad que esa. 


Entonces, entiendo y respeto el planteo que, consecuentemente ha hecho el señor Diputado Cardozo Ferreira, 
porque ha sido impulsor de esta iniciativa en la Legislatura pasada, pero a mi juicio este es un camino 
cerrado, sobre el que el Estado uruguayo ya se pronunció y fijó las reglas de juego sobre cuya base operó. En 
definitiva, hubo una decisión que fue la de desechar un montón de reclamos que se habían hecho al Estado 
uruguayo para ser incluidos como acreedores del Banco de Montevideo, cuando en realidad habían 
consentido depositar en el exterior del país, obteniendo una retribución, en materia de tasas de interés, 
superior a la que operaba en plaza. Esa es la realidad. 


A los efectos de obtener mayor información, se podrá promover la convocatoria de los Directores anteriores 
del Banco Central, pero aclaro que, en el Período anterior, los citamos y analizamos todos estos casos. Es 
más, recuerdo haber pedido el detalle de las personas que se habían presentado reclamando ante la Comisión 
a los efectos de señalar que tenían depósitos en el TCB. 


También es cierto que los Representantes y Senadores de todos los partidos políticos, salvo el Partido 
Independiente, participaron en la redacción de este proyecto que, reitero, fue rechazado en la Cámara de 
Diputados. 


SEÑOR ASTI.- Con respecto a si este texto que estaba en consideración incluía a quienes no hubieran 
dado su consentimiento, por lo que expresó más detalladamente la doctora Pérez, queda claro que no. 
Simplemente, quiero dejar sentado que comparto esta tesis. 


SEÑOR GANDINI.- Solo intento hacer alguna reflexión y dar una opinión frente a las autoridades del 
Banco Central respecto a este tema. 


Recién se dijo que las personas que acudieron a esta institución sabían que estaban depositando en el exterior 
porque optaron por no tomar el riesgo Uruguay y obtener mejores beneficios. Es difícil creer que un Gerente 
del banco no supiera que estaba obteniendo mejores beneficios e intereses cuando tomaba ese camino, y sin 
embargo se lo exoneró. Eso no se lo cree nadie. Y como prueba presentó testigos, que es la prueba más débil, 
porque siempre se puede conseguir testigos. Sin embargo, esa gente tuvo el respaldo de la Comisión, que le 
devolvió los recursos. 


Ahora, creo que lo que está en el fondo de esta cuestión no es si esa gente debió tomar el recaudo de que 
como tenía mejores intereses estaba colocando en el exterior, sino si esa gente sabía realmente que estaba 
colocando en el exterior o fue sorprendida en su buena fe. Aun hoy debe haber gente que está siendo 
sorprendida en su buena fe, porque cuando una institución se instala en plaza, pone un letrero luminoso 
precioso, tiene Gerentes con corbata que pertenecen a AEBU que es un sindicato y todo el mundo dice que 
los defiende y la gente va y se sienta frente al Gerente que es un vendedor, mano a mano, y no tiene por qué 
suponer que está colocando en una isla de otro hemisferio. A lo mejor, supone que está colocando en el país, 
por más que termine siendo en el exterior. Lo que supone o puede suponer la gente es que tiene el respaldo de 
las instituciones de su país, en el que está colocando. 


Eso creo que fue lo que pasó, porque, de hecho, esta institución tenía una oficina dedicada exclusivamente 
para colocar en el exterior y no se ha hecho lugar a ninguno de los casos que acudieron allí, y por ello se 
reclama. 


Cuando se presenta este proyecto de ley, se está pensando que en esta etapa hay un alineamiento que puede 
ser el mismo que se produjo en la etapa anterior. Nadie se va a sorprender si el señor Diputado Amorín Batlle, 
que pertenece a esta Comisión, vota en contra de esta iniciativa; ya lo hizo. Tampoco nadie se va a sorprender 
de la opinión del señor Diputado Posada, que la acaba de confirmar y viene de la anterior Legislatura. Ambos 
ya expresaron su opinión en esa oportunidad. Pero en aquella Legislatura también hubo gente que hoy está en 
el Gobierno que manifestó una opinión contraria, y hoy el tema podría tener un resultado diferente. Digo esto 
a la luz de eventos que pueden ser nuevos. Hoy, tenemos este proyecto de ley, que termina siendo 
transaccional en relación a los fondos que fueron invertidos por estas personas. No se está planteando que 
reciban la totalidad de lo que pusieron, sino que se les dé el mismo tratamiento que se dio a otros ahorristas, 


hasta US$ 100.000. Eso tiene una consecuencia económica. Se ha calculado no sé con qué grado de certeza 
que el monto sería del entorno de los US$ 40:000.000. Si se fuera por otra vía que tuviera respaldo y el 
Gobierno debiera cumplir con ella, se ha calculado una cifra que rondaría los US$ 100:000.000 por 
devoluciones, más intereses y, eventualmente, daños, lo que también se ha dicho que ascendería a unos 
US$ 130:000.000. 


SEÑOR CANCELA.- ¿Cuál es la otra vía? 


SEÑOR GANDINI- Este tema está en la Corte Interamericana, en el ámbito de la OEA. Allí ya han 
comparecido las partes, los reclamantes y el Estado, y según tenemos entendido, en ese ámbito se ha 
hecho lugar a este planteo desde el punto de vista formal y se ha fijado para el mes de julio la fecha en 
que este organismo emitirá un informe estableciendo su posición al respecto. Es cierto que ese informe 
no es vinculante, no es obligatorio, pero habilita el camino para que se sigan otras vías que sí lo son, 
por los tratados que ha firmado Uruguay. Y si, en algún momento, Uruguay resultara condenado por 
un fallo de esos ámbitos de cortes internacionales, debería hacer frente a una suma muchísimo mayor, 
que no sería transaccional, sino por el total de costas y costos, más daños y perjuicios, de gente que ya 
ha tenido daños inclusive, algunos han fallecido en el intento de recuperar este dinero. 


Entonces, creo que es responsable estar hablando de este tema en procura de encontrar una solución que 
proteja al Estado de daños mayores, ya que, a la luz del tratamiento de este asunto en ámbitos 
internacionales, se puede terminar condenando al Estado. Esto será a muy largo plazo, pero acabamos de 
tener noticias de juicios que se han llevado adelante durante muchos años y este Estado, con otro Gobierno, 
va a tener que hacerle frente. 


¿No será el momento de que en base a las opiniones políticas que se han dado en otras oportunidades, donde 
las fuerzas eran minoritarias y hoy pueden ser mayoritarias, tratemos este asunto por el camino transaccional, 
y que la vía legal supere esta enorme diferencia que estamos teniendo con un grupo de ahorristas que 
reclaman y van a seguir haciéndolo hasta el día del Juicio Final y, eventualmente, le pueden ganar al Estado 
uruguayo? Entendemos oportuno volver sobre este tema, y nos gustaría escuchar una opinión al respecto. No 
quiero comparar, pero las posiciones de los gobernantes terminan comprometiendo los recursos públicos, y 
cuando los gobernantes se equivocan todos terminamos pagando. Es una polémica que hemos tenido con el 
Directorio de ANTEL, que dijeron que los ganaban pero están perdiendo todos los juicios, lo que puede 
llegar a costar US$ 60:000.000 y lo van a pagar los montevideanos por la tozudez del Directorio de un Banco 
que no es responsable con su bolsillo pero termina siendo responsable con el bolsillo de todos, y están 
perdiendo todos los juicios. 


Entonces, sería bueno resolver este tema por la vía transaccional, salvo que el Gobierno esté absolutamente 
seguro de que va a ganar en todas las vías judiciales que se han elegido o se puedan elegir en las que se 
pretenda dirimir este conflicto. 


SEÑOR CANCELA.- Quisiera saber si el señor Diputado Gandini se refería al Directorio del Banco 
Central o al de la empresa pública que él mencionó cuando dijo que son celosos con su bolsillo pero no 
con el del resto. 


SEÑOR GANDINI.- Estaba hablando del Directorio de ANTEL. 


SEÑOR CANCELA.- Modestamente lo puedo decir con toda libertad porque no me comprenden las 
generales de la ley, el Banco Central tiene un récord bastante impresionante en materia de juicios. Si 
en algún momento lo solicitan, podrían entregarles los registros de resultados en instancias judiciales 
respecto a las posiciones sustentadas. El Banco ha defendido las posiciones que creyó que tenía que 
defender porque le asiste derecho. No litiga por litigar. No niega cualquier transacción. Ha hecho 
transacciones, partiendo de la base de que existen fundamentos en el sentido de que hay renuncias de 
parte y parte. Además, hay argumentos que pueden ser interpretados como válidos en una instancia 
judicial, y ambas partes llegan buenamente a un acuerdo en el sentido de minimizar los costos de una 
transacción. Desde ese punto de vista, el Banco Central no es impermeable a las transacciones. Lo hace 
mirando el interés no de su balance, porque en general estas transacciones no se hacen con patrimonio 
del Banco sino de terceros, como por ejemplo fondos de recuperación. Estamos tratando de achicar 


una eventual pérdida a los acreedores, no al patrimonio de la institución. En ese sentido nos cuidamos 
mucho más de ser prolijos, transparentes y seguros en los procedimientos, porque no nos involucra 
como responsables de nuestro patrimonio que es de todos sino del de otros, que no son de todos sino de 
algunos que tienen intereses particulares y legítimos sobre determinadas cosas. Ese punto de vista está 
fuera de discusión. El Banco tiene voluntad transaccional cuando eso corresponde. 


Cuando decimos que estamos confiados los abogados lo podrán decir con mayor propiedad en que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos no tendrá un fallo condenatorio contra Uruguay es porque entendemos 
que los mecanismos de protección de derechos funcionan correctamente. Aquí no hay una confusión de 
Poderes sino todo lo contrario. Aquí funciona la separación de Poderes y las garantías jurisdiccionales, que 
pueden ser mejores o peores, pero una Corte Internacional no puede revocar una decisión de una Justicia que 
funciona adecuadamente. No puede imponer al país ninguna condena por un asunto patrimonial que fue 
laudado en los mecanismos jurisdiccionales independientes que tiene el país. 


Desde ese punto de vista, estamos tranquilos de que hemos hecho la defensa que corresponde. En realidad la 
ha hecho el Estado uruguayo. Nosotros hemos contribuido con nuestro asesoramiento y no vemos el riesgo 
de que haya una condena patrimonial. No estamos hablando de un arbitraje comercial ni de una cuestión que 
pueda ser vinculante porque no estamos violando ningún derecho humano. Creo que el Estado uruguayo no 
está violando ningún derecho humano, que en definitiva es el acusado ante la Justicia. 


El señor Diputado Gandini expresó que en este caso podría estar pasando lo mismo. Espero que haya sido 
una figura retórica, porque no puede pasar lo que ya pasó sí, eventualmente, alguien fue sorprendido en su 
buena fe, como se comprobó en el caso de 23 personas hasta ahora en este procedimiento. Hoy tenemos esa 
experiencia pero, además, ya existían controles. Nadie que colocaba en una isla estaba ajeno a lo que estaba 
haciendo, porque había avisos en los periódicos que mostraban a un señor acostado en un perezoso, en una 
isla, con una valija de billetes. Eso era lo que se promovía, y si hoy se sigue promoviendo la inversión en 
paraísos fiscales o financieros es una actividad legal, legítima y regulada. 


Voy a pedir al señor Superintendente que precise más el concepto, porque hoy no hay bancos que ponen 
luminosos, con gerentes de corbata que engañan a la gente. Si alguna vez existió, eso se terminó. 


SEÑOR GANDINL.- Creo que no lo hay, y no me refería a eso. Me refiero a que la gente cree que el 
país lo está defendiendo, y cuando recibe una publicidad cree que está controlada. La empresa en la 
que tengo contratado el seguro de mi casa tiene medio recibo en inglés, y habla de los respaldos que 
brinda. Todo eso es bueno. No averiguo porque supongo que el Estado lo debe estar regulando, ya que 
es una empresa que está en el Uruguay. Confío en el prestigio de esa marca y en que eso está dentro del 
estado de derecho. Entiendo que lo que hace la empresa es mostrar el respaldo internacional que tiene 
para brindarme una póliza que va a pagar cuando ocurra un siniestro. Eso es lo que quise decir. 
Mucha gente entra en la institución y ve condiciones que dan fortaleza a la empresa, que tiene años en 
el país, al Banco Central atrás y un Estado que funciona, por lo que la gente confía y no se pregunta 
mucho más. No digo que haya una empresa que esté defraudando ni falseando la verdad. Lo que digo 
es que actualmente mucha gente debe estar eligiendo una institución por el prestigio, por los años, por 
el respaldo internacional, y confía en que eso está debidamente controlado por el Estado. Lo hace, y no 
le advierten necesariamente que el Estado uruguayo no es responsable. Vamos a dejar las cosas claras, 
nadie decía "Mire señora que si el banco quiebra...'”; esa parte mala no la dicen nunca. Lo que 
muestran es una apariencia de funcionamiento correcto, y en eso entra mucha gente. ¿Que algunos 
deberían saber que asumían el riesgo? Probablemente. Pero el que ponía US$ 10.000 seguramente no, 
y hay muchos de US$ 10.000. 


Entonces, lo que digo es que me parece que sigue pasando que muchas empresas nos exhiben su respaldo 
internacional, sus bondades y su trayectoria como una forma de vender, y nosotros compramos eso porque 


nos da seguridad, sobre todo cuando vivimos en un Estado de derecho. 


SEÑOR CANCELA.- Agradezco al señor Diputado Gandini la aclaración. ¿La compañía de seguros 
está autorizada a operar en Uruguay? 


SEÑOR GANDINI.- Supongo que sí, tiene una sede. 


SEÑOR CANCELA.- Seguramente está autorizada, y si lo está la póliza ha sido revisada y autorizada 
por la Superintendencia de seguros y reaseguros. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿Puede haber instituciones que vendan seguros en Uruguay y que 
no estén controladas por la Superintendencia de seguros? 


SEÑOR CANCELA.- En el marco de la ley no; pueden hacerlo ilegalmente. Hay ciudadanos que 
compran seguros fuera del país, pero están fuera de la ley. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿Ustedes tienen conocimiento de que puede haber algo de eso? 
SEÑOR OTTAVIANELLI.- Si tuviéramos conocimiento haríamos algo al respecto. 


Quería leer a la Comisión, a propósito de la intervención del señor Diputado Gandini, un párrafo del 
dictamen que se produjo el día 31 de julio de 2007 en asesoramiento al Ministerio de Relaciones Exteriores 
frente a la demanda de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Dice el párrafo respecto de la 
supervisión: "Debe reiterarse que la supervisión no constituye un seguro que evite incumplimientos de las 
instituciones que conforman cada sistema financiero, y que el supervisor no sustituye a los administradores 
de un banco ni se relaciona con sus clientes. La supervisión no puede ofrecer una garantía de que todas las 
operaciones de una institución bancaria se desarrollarán como es debido, que todo el personal actuará 
éticamente y dentro de la ley e incluso no puede ni debe asegurar que la institución supervisada no 
quebrará". (Sin confrontar) Si entiende que ocurre alguna de esas cosas tiene los mecanismos para actuar. 
Para constituir un seguro este mismo Parlamento aprobó una ley de un fondo de garantía de depósitos que 
cubre el siniestro de que alguna institución quiebre. Quería leer esto porque muchas veces se ha argumentado 
en los juicios de personas afectadas por la crisis que hubo ausencia de control. Esto sucede porque no es 
posible para este ni para ningún otro supervisor en el mundo garantizar que todo funcionará bien. Si fuera así, 
la actividad no tendría riesgo; si no tuviera riesgo no habría utilidad, no habría rentabilidad, porque la 
rentabilidad está siempre ligada a un riesgo. Uno corre riesgos y por eso es que recibe un premio. De lo 
contrario, no recibiría ninguno. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Tengo aquí un acta notarial labrada por el escribano Jorge 
Castagnola, de 14 de junio de 2002, cuando ya el Banco de Montevideo había sido intervenido por el 
Banco Central del Uruguay. 


SEÑOR OTTAVIANELLI.- El Banco de Montevideo fue intervenido el 21 de junio, una semana 
después. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Bueno, da lo mismo. 


Dice: "En representación del BM comparecen el Sr. Dante Peirano y la funcionaria del BCU Dra. Ana María 
Rantighier1.- Increíblemente, resultan del Acta las siguientes expresiones: 'Interrogado el contador Dante 
Peirano acerca de si Banco de Montevideo instrumentó el procedimiento interno destinado a asegurar el 
cumplimiento de la resolución del Directorio del Banco Central D/322/2002. Contestó: Formalmente no se 
instrumentó. La razón es que el Trade and Commerce Banc genera un serio problema comercial para el 
Banco de Montevideo cuyas consecuencias en caso de obedecer estrictamente la resolución citada no resulta 
posible medir. Dicha situación fue puesta en conocimiento el lunes 10 al Contador Xavier'.- Lo que acabamos 
de leer es inconcebible: en presencia de la Dra. Ana Rantighieri funcionaria que el BCU puso en el Directorio 
del BM una vez que este fue intervenido el Sr. Dante Peirano no tiene el menor empacho en decir que no está 
cumpliendo lo que el Directorio del BCU ordenó que se hiciera. Y como si ello fuera poco, además 
manifiesta que el Veedor del BCU, Cr. Xavier, está al tanto del incumplimiento.- Está más que claro que los 
Peirano hacían lo que se les antojaba, y que el BCU les toleraba cualquier cosa". No se los estoy diciendo a 
ustedes; esto es anterior a su función, pero es evidente que se escapan cosas. 


SEÑOR CANCELA.- ¿Eso último que leyó es parte del acta? 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- No, esta es un acta hecha por un abogado a raíz de la sentencia. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En este momento, en Uruguay existen quince bancos funcionando. 
De esos quince bancos, muchos tienen nombres internacionales pero no están respaldados por la casa 
matriz, no son sucursales. Quiere decir que si ese banco quiebra en el Uruguay, la casa matriz no tiene 
por qué poner la plata. Esa es una cosa que la ciudadanía no sabe; la gran mayoría de la gente no sabe 
qué bancos son sucursales y qué bancos son filiales u otro tipo de figura. Eso no se sabe; el Banco 
Central nunca ha hecho una publicación, de las tantas que hace, explicando eso a los ciudadanos. Esto 
va en el mismo sentido de lo que decía el señor Diputado Gandini. La persona va y deposita en el banco 
Santander, cuya sede está creo que en las Bahamas. El Banco Santander de Uruguay no es sucursal del 
Banco Santander de España, eso tengo entendido yo, aunque tal vez esté equivocado. Entonces, cuando 
la persona va a ese banco o a otros piensa que es el mismo, porque tiene el mismo nombre. Creo que 
esa es función del Banco Central; después tenemos estos líos que tenemos ahora. Si en su momento el 
Banco Central hubiera explicado bien que el Banco de Montevideo hacía esa operación, de repente 
mucha gente no hubiera ido ingenuamente; esos veintidós ni qué hablar, y tal vez muchos más que no 
fueron considerados. Pienso que en esto no se actúa con diez puntos de diligenciamiento de parte del 
Banco Central; hay cosas que se dejan. De repente el Banco no quiere hacer esas publicaciones porque 
le hacen perder imagen a esa institución, no sé por qué. Pero nunca he visto una publicación en la 
prensa que diga: "Estos bancos son sucursales de sus casas matrices Citibank por ejemplo o no. Si 
quiebra Citibank en Uruguay es porque quiebra allá. ¿No es así? ¿Puede quebrar Citibank en 
Uruguay y de la casa matriz no van a pagar? Cada día me sorprendo más. | 


SEÑOR OTTAVIANELLI.- La primera cuestión en cuanto al paquete accionario del Banco Santander 
es que más del 99% tiene sede en España. En algún momento fue como dijo el señor Diputado 
González Álvarez, pero ya hace años que se transfirió el paquete accionario a la sede española, por lo 
tanto el Banco Santander, que es una sociedad anónima local, tiene sus accionistas mayoritarios en 
Banco Santander España. 


El sistema financiero uruguayo está partido a la mitad: por un lado están los bancos públicos y, por otro, los 
bancos de capitales extranjeros. Dentro de los bancos de capitales extranjeros hay dos diferencias 
sustanciales: lo que son sociedades anónimas locales y lo que son sucursales de bancos del exterior. Eso está 
publicado en la página web del Banco Central. Cualquier ciudadano que tenga acceso a internet puede 
informarse de qué banco es una sucursal del extranjero o qué banco es una sociedad anónima local. En todos 
los casos, sobre todo en los de las sociedades anónimas locales, está explícito quiénes son los accionistas. 


Como bien decía el señor Diputado, existían y siguen existiendo por razones fiscales o de otro orden 
instrumentos societarios en el medio. Por ejemplo, en un tiempo era habitual que en Delaware, porque había 
exenciones fiscales, hubiera muchas sociedades anónimas; los dueños de los bancos de todo el mundo, no 
solo del Uruguay, eran sociedades anónimas de Delaware. Podría tratarse de un banco de Estados Unidos, de 
Europa o de otros países. Lo que tenemos explicitado en la página web es la cadena de accionistas hasta 
conocer el controlante. A partir de la vigencia de la Ley_N” 17.613, que se votó en diciembre de 2002, se nos 
autoriza a hacer pública toda la información en cuanto a los accionistas de los bancos. 


Con relación a la consulta sobre los seguros, en caso de que el Banco Central esté en conocimiento de una 
actividad ilegal, tanto en el marco de los seguros, de los valores, como de bancos o de casas de cambios que 
son las que nos dan más trabajo desde el punto de vista de las actividades ilegales, hacemos las 
investigaciones del caso y aplicamos las sanciones que correspondan, si podemos comprobar que esa 
actividad existe, lo cual a veces no es sencillo. Los casos de intermediación financiera ilegal son muy pocos y 
bien complejos de probar, pero en el caso de las casas de cambio, que están bajo nuestra supervisión, 
debemos comprobar que se está haciendo una actividad de cambio no habilitada y en el momento en que lo 
hacemos labramos un acta en el lugar y aplicamos las sanciones que correspondan. 


En cuanto a la consulta del señor Diputado Cardozo Ferreira respecto al Acta del viernes 14 de junio... 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.- Fue una simple anécdota para saber si el Banco Central se hacía 
responsable. 


SEÑOR OTTAVIANELLLI.- Simplemente, quiero aclarar la situación. Después del Acta del 14 de junio, 
trabajamos el fin de semana y el lunes siguiente se resolvió internamente la intervención del Banco de 


Montevideo, la cual no se efectivizó hasta el viernes siguiente puesto que para el proceso de 
intervención ya que la idea era intervenir y seguir con el Banco abierto se necesitaban algunas horas 
para trabajar en el proceso de control de la institución. Intervenir un banco, sobre todo si tiene muchas 
sucursales, es muy complejo: se debe entrar en todas las sucursales al mismo tiempo, a la misma hora. 
Existen muchas anécdotas de estas situaciones, algunas muy complejas y otras muy risueñas. Se hace 
todo un proceso de inventario en el banco para que el interventor, que es la figura máxima, la que 
sustituye al Directorio del banco, es decir, la que pasa a ser la autoridad del banco, tenga certeza de lo 
que está recibiendo. Por ejemplo, se cuenta vale por vale, depósito por depósito; es un trabajo de 
inventario parecido a contar tornillos en una ferretería, aunque con mayor complejidad en algunos 
aspectos. 


Si bien la resolución producto de esta Acta se tomó internamente el lunes 17 de junio, es decir, el lunes 
siguiente, se efectivizó el viernes 21. 


Me quiero referir a la operativa de los bancos: las instituciones de plaza que tienen licencia completa, licencia 
como banco, pueden realizar varios tipos de operaciones. Un tipo de operación que en la jerga se dice "on 
balance" o "dentro del balance", en cuanto a las operaciones de inversión de los clientes, son las operaciones 
de depósito, las más conocidas: uno puede ir y depositar en el banco. Otro tipo de operaciones, que en la 
jerga se llaman "off balance", es cuando el cliente en vez de depositar en el banco le da una instrucción a este 
para que en vez de depositar en su banco, deposite en una sucursal en otro lugar o en otro banco de tal lugar, 
o compre un título de algún tipo, local o extranjero. La diferencia sustancial en estos casos es que el riesgo es 
distinto. Cuando alguien hace un depósito dentro del banco está asumiendo el riesgo de ese banco; cuando 
alguien hace un depósito afuera o compra un título, asume el riesgo del banco de afuera o del título que 
compre. 


SEÑOR POSADA.- Las instrucciones que se le firmaron al Banco de Montevideo eran de esta 
naturaleza, eran por cuenta y orden, pero absolutamente abiertas, es decir, el Banco de Montevideo 
podía hacer cualquier cosa con ese dinero, realmente era un cheque en blanco. 


SEÑOR OTTAVIANELLI.- Dentro de ese marco, los marcos regulatorios y de supervisión son bien 
distintos. Hoy todos los bancos, incluidos los públicos, tienen operaciones fuera de balance o por cuenta 
y orden, como dijo el señor Diputado Posada. Las tenían en el pasado y esperemos que sigan 
teniéndolas ya que las operaciones fuera de balance son un importante negocio para la banca. 


Además, hay otras instituciones que no tienen licencia de bancos, como son las representaciones, que en este 
momento son más de treinta, que solo hacen esa operación. Lo que el Banco Central específicamente la 
Superintendencia ha hecho es definir marcos regulatorios distintos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Diputado José Carlos Cardoso) 


Específicamente, para todo lo que son operaciones fuera de balance, el marco regulatorio está 
centrado en aclarar al cliente el riesgo que está asumiendo. Por supuesto que hubo aprendizaje con la 
crisis y mejoramos el marco regulatorio y no solo en ese aspecto; desde el año 2002 el Banco Central ha 
venido cambiando el marco regulatorio en muchísimos aspectos, como suele pasar con los reguladores 
del mundo. Hoy está pasando eso en Estados Unidos a partir de la crisis financiera internacional: a 
partir de cinco o seis reguladores diferentes que hay en ese país, se está buscando la unificación a partir 
de esa situación. 


El marco regulatorio propuesto en este momento para avanzar aún más en la modificación incluye cosas 
como que la persona que vende este tipo de documentos tiene que tener un perfil especial, un conocimiento 
especial, tiene que saber determinadas cosas. Es un marco regulatorio muy avanzado en el mundo con 
respecto a este tipo de productos. ¿Por qué hacemos eso? Porque en Uruguay se ha transformado en un 
negocio bien importante. Si se miran las cifras del Banco Central, en materia de depósitos los no residentes 
no han crecido como los residentes. Es decir, en los bancos hay mucho menos depósitos efectivos de no 
residentes que los que había previo a la crisis. 


¿Dónde están esos depósitos? ¿Se fueron del país? Sí, y muchos de ellos lo hicieron a través de los propios 
bancos mediante este mecanismo de colocar el dinero en custodia. En algunos casos los bancos tienen dos y 
tres veces más de este tipo de inversiones que depósitos efectivos. Por lo tanto, nosotros dedicamos buena 
parte de nuestros esfuerzos y del marco regulatorio a comprobar que los bancos estén haciendo lo que deben 
hacer, es decir, explicitar claramente al cliente el riesgo que asume. 


SEÑOR BAGNOLI.- Quiero referirme a la lectura realizada por el señor Diputado Cardozo Ferreira 
vinculada con el acta del escribano Castagnola. 


Si no me equivoco, ese pasaje debe corresponder a un escrito judicial, porque ese argumento ha sido utilizado 
por muchos colegas abogados cuando se demanda responsabilidad del Banco Central en estos hechos. Esos 
argumentos, la mención al acta, la eventualidad de la omisión de los controles o la actuación tardía del Banco 
Central son aspectos que ya fueron laudados por la Justicia en diferentes Tribunales de Apelaciones. 


Voy a leer dos pasajes diferentes de dos Tribunales de Apelaciones en lo Civil, para complementar los 
manifestado por el señor Presidente del Banco y el contador Ottavianelli. 


En uno de ellos se establece. "(...) 'La autoridad bancocentralista, antes de la crisis bancaria, no tenía por 
finalidad 'evitar insolvencias' sino controlar el ajuste a las reglas que la misma dictaba tendientes a medir la 
liquidez y solvencias exigidas y las entidades estaban obligadas a suministrar a la autoridad de supervisión 
toda la información que la ley o las normas reglamentarias establecían, de modo que por ese medio se 
pudiera fiscalizar el cumplimiento de las reglas de liquidez y solvencia' (...). No puede atribuirse al Estado el 
rol de garante de la actuación de cada una de las instituciones del sistema individualmente consideradas. Ni 
mucho menos de asistente, asesor o custodio de los clientes del banco, en particular de la actividad privada de 
una institución (...) cuyo objeto es, precisamente, realizar inversiones en el extranjero, situación que excede 
las potestades legales y constitucionales de nuestro Estado. El régimen jurídico de contralor del sistema 
financiero (...)", y después se extiende más sobre todo ese régimen. 


Con respecto a lo manifestado por el señor Diputado Cardozo Ferreira, otra sentencia establece: "(...) Es de 
verse que practicada inspección al BM, frente a la concesión de créditos a empresas del Grupo, y 
advirtiéndose la exposición de riesgo, adoptó" refiriéndose al Banco Central " las Resoluciones de 7/marzo y 
25/abri1/2002 (...), y la posterior intervención del BM, el 21/junio/2002 (...), debiendo tenerse presente en 
punto a la oportunidad, que todas las medidas sobre tan delicado tópico proyectan efectos sobre la plaza 
financiera y la economía toda, por lo que no puede reprocharse omisión (...)" al Banco Central. 


Reitero que esto es para complementar lo manifestado por el contador Ottavianelli sobre las dificultades 
operativas y todos los aspectos que involucraba una intervención de estas características. 


SEÑOR CANCELA.- En la misma línea, otra sentencia del Tribunal de Apelaciones dice: "(...) A partir 
de los desarrollos en párrafos anteriores no puede reprocharse al BCU la falta de servicio denunciada 
en relación a permitir que con posterioridad al 25 de abril de 2002 se continuara con la sistemática de 
participaciones en certificados de depósito en TCB o por no informar a la población sobre los riesgos 
inherentes a una operación que el actor realizaba en el ámbito del ejercicio de su voluntad y con riesgo 
asumido según las condiciones de la operativa (...)". 


Esto está firmado por tres señores Ministros es decir, es unánime,doctores Eduardo Turell, Juan P. Tobía 
Fernández y Jorge Larrieux. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia de las autoridades del Banco Central del 
Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación del Banco Central del Uruguay) 


En primer lugar, quiero informar que el Ministerio de Economía y Finanzas, respondiendo a una 
iniciativa del señor Diputado González Álvarez planteamiento votado por la Comisión aceptó 
concurrir a la Comisión en la primera sesión del mes de junio por el tema de los precios y los proyectos 
sobre el IVA que tenemos a estudio. 


En segundo término, hay una propuesta del señor Diputado Brenta respecto a invitar a los integrantes del 
anterior Directorio del Banco Central del Uruguay. Debo aclarar que no están obligados a concurrir. 


SEÑOR GANDINLI.- No tengo inconveniente en acompañar la propuesta del señor Diputado Brenta, 
pero no sé en qué nos puede ayudar; quizás a clarificar algunas cosas o a identificar informaciones o 
responsabilidades. Pero para seguir con el orden lógico tal como habíamos hablado, primero 
deberíamos recibir a los reclamantes, pues con esto creo que cerraríamos las dos visiones sobre un 
proyecto de ley que tenemos a estudio. 


Después, si se quiere, se puede complementar invitando al anterior Directorio del Banco Central. Si no 
recuerdo mal, en determinado momento el señor Diputado Asti sugirió invitar al Pode Ejecutivo para conocer 
algún elemento más, y lo podemos hacer. Pero una vez conocida la posición del Banco Central corresponde 
conocer la posición de los reclamantes, y luego abrir otras instancias. 


SEÑOR POSADA.- Este no es un tema de ahora, sino que tiene historia. Los reclamantes fueron 
recibidos en este ámbito y se sabe cuál es el planteo. Me parece que sería "llover sobre mojado" en un 
tema que hoy tiene derivaciones en la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en Costa Rica. 


¿Cuál es el sentido de recibir a los reclamantes en el seno de la Comisión de Hacienda? ¿Para que vengan y 
nos digan cuál es su forma de pensar sobre un tema sobre el que ya se han manifestado? Además, sobre este 
asunto, el Estado uruguayo se ha expedido a través de una ley, estableció un procedimiento, y la mayoría de 
los casos es cosa juzgada. 


Me parece que este es un tema recurrente y que lo que deberíamos hacer es aprobar una ley, si es que existe 
voluntad de hacerlo; de lo contrario, deberíamos archivar el asunto. Me parece que siempre se está volviendo 
a un tema sobre el que hay una decisión del Poder Legislativo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Comparto en parte lo que expresó el señor Diputado Posada. Creo 
que la opinión del Directorio del Banco Central del Uruguay no nos agregaría nada, pero ante la 
presentación de este nuevo proyecto y como ya hemos escuchado a las nuevas autoridades del Banco 
Central del Uruguay no estaría de más escuchar a los reclamantes, al menos para evitar lo que después 
trasciende de que no los escuchamos, que se votó un proyecto sin que se escuchara a la otra parte, 
etcétera. Si los recibiéramos estaríamos cumpliendo con la formalidad de escuchar a la otra parte. 


Es cierto que existen antecedentes y que se podrían buscar las versiones taquigráficas de la Legislatura 
anterior, pero no negaría la oportunidad de escuchar a los reclamante y luego, indudablemente, votar el 
proyecto. 


SEÑOR GANDINI.- Lamento discrepar con el señor Diputado Posada con quien suelo coincidir. 


Quienes no participamos en la Legislatura anterior y por más que el asunto tenga una larga historia, creo que 
tenemos derecho a escuchar a los reclamantes, a preguntar, a sacarnos dudas, a formar una opinión definitiva, 
como así también los reclamantes, luego de esa primera instancia favorable de la Corte Interamericana de la 
Organización de Estados Americanos, deberían aportarnos los nuevos elementos que pudieron surgir 


En ese sentido, ha sido tradicional escuchar las dos posiciones que al menos existen cuando se presenta un 
proyecto de ley, que luego se podrá complementar con otras, y luego se toma posición. 


SEÑOR ASTI.- Coincido con el señor Diputado Posada en cuanto a que este asunto ha sido 
suficientemente analizado. No me niego a citar a alguien. Inclusive, como se dijo que yo había sugerido 
conocer la opinión del Poder Ejecutivo, que si bien fue adelantada por el señor Diputado Cardozo 
Ferreira, proponente de este proyecto, y en virtud de que el Ministerio de Economía y Finanzas asistirá 
en la primera semana de junio, podríamos solicitarle que nos trajera una opinión al respecto y que la 
expresara en la Comisión públicamente. 


Supongo que al Ministerio le dará el tiempo como para que en la primera sesión de junio nos pueda dar una 
opinión acerca de este proyecto. 


Por lo tanto, no me niego a tratar el proyecto, pero por todo lo expuesto hoy sería inconducente seguir 
considerando este asunto. 


Personalmente, propondría el archivo del proyecto, sin que ello signifique desconocer el esfuerzo realizado 
por el señor Diputado Cardozo Ferreira, porque con todos los elementos a la vista y los trámites 
jurisdiccionales, ya sea en la vía administrativa, civil o internacional, como es el caso de la Comisión 


Interamericana de Derechos Humanos, creo que abrir un nuevo flanco sería riesgoso para la seguridad 
jurídica que tanto deseamos defender. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La única manera de resolver cómo proceder sería votando cada propuesta. 


Se ha propuesto invitar a los reclamantes. Asimismo, si bien no precisa votarse, el señor Diputado Asti 
propuso comunicar al Poder Ejecutivo nuestro interés de que cuando venga a la Comisión en la primera 
sesión de junio no sé si le dará el tiempo en la misma jornada nos presente un informe. A su vez, si el señor 
Diputado Brenta no retira su moción, también tendremos que votar si invitamos a las anteriores autoridades 
del Banco Central del Uruguay. 

En primer lugar, se va a votar si recibimos a los reclamantes. 


(Se vota) 
——- Cinco en siete: AFIRMATIVA. 
En segundo término, se va a votar si se invita a las anteriores autoridades del Banco Central del Uruguay. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quizás sería mejor invitarlos después de haber escuchado a los 
reclamantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No está presente quien formuló esta propuesta, por lo que la moción debería 
votarse tal como fue presentada. 


SEÑOR GANDINI.- Acompañaríamos esta moción si la propuesta fuera recibir a las anteriores 
autoridades del Banco Central del Uruguay luego de que vinieran los reclamantes y de que el 
Ministerio de Economía y Finanzas nos presentara su informe, sujeto a revisión, porque no está 
presente el Diputado proponente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar en ese sentido. 
(Se vota) 
——— Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


